[image: image1.jpg]



Página  20
Exp.- 1055/2019/1

[image: image2.jpg]


21 

Página  21
Exp.- 1055/2019/1 


PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 1055/2019/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********. **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a veinte de enero de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1055/2019/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el siete de octubre de dos mil diecinueve, compareció el C. **********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución de **********, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, mediante la cual determina al hoy actor una multa por la cantidad equivalente a treinta veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización.

II.- Por acuerdo de ocho de octubre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las diez horas del día once de noviembre de dos mil diecinueve, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni de sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de una multa por infracciones a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 08 al 012 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho **********.
Asimismo, tomando en cuenta que la resolución impugnada se encuentra directamente dirigida al C. **********, en su calidad de propietario del establecimiento denominado “**********” con giro de abarrotes con venta de cerveza, mediante la cual el Director General de Gobernación del Estado, le impone una multa por infracción a las normas administrativas estatales, es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.
De igual forma, la legitimación de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. **********, en su calidad de Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 028 y 029 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 01 al 05 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor, la autoridad demandada al formular la contestación a la demanda, aduce que la parte actora no cuenta con interés jurídico para interponer el presente juicio, toda vez que no acreditó que cuenta con el instrumento que le permita explotar mediante una concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, la actividad regulada que realiza, de conformidad con lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
A juicio de la Primera Sala Unitaria, la causal de improcedencia hecha valer por la autoridad demandada es infundada, en atención a las siguientes consideraciones:

Si bien es cierto el artículo 231, párrafo tercero del Código Procesal Administrativo para el Estado, establece que, en los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, y por tanto en caso de no cumplirse con este requisito, el juicio será improcedente porque así expresamente lo establece el artículo 228, fracción II del mismo ordenamiento al prever, entre las causas de improcedencia, que ello acontecerá, cuando no se afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; también cierto lo es, que del precepto citado en primer orden, se colige que tal improcedencia y consecuente sobreseimiento, se actualizará cuando se impugne solamente un acto o resolución con los que se pretenda obtener una sentencia que le permita al actor realizar actividades reguladas sin que cuente con el interés jurídico que le asista, lo cual en la especie no sucedió.

En efecto, pues en cuanto al interés jurídico del C. **********, como ya se dijo en el Considerando Tercero, se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución definitiva de fecha trece de agosto de dos mil diecinueve, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, mediante la cual, únicamente se determina al hoy actor una multa por la violación a lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, toda vez que al momento de la diligencia de inspección, no contaba con el refrendo correspondiente al año 2019 de la Licencia respectiva, y que incluso se precisó que consistía en una violación de carácter subsanable, sin que en dicha resolución se haya determinado la suspensión de actividades o la clausura del establecimiento propiedad del hoy actor; razón por la cual, no se desprende en autos la pretensión del impetrante de obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, ya que éstas nunca fueron suspendidas por la autoridad demandada, en consecuencia, no estaba obligado para acreditar su interés en el juicio exhibiera la licencia de funcionamiento correspondiente que lo autorizara a llevar a cabo actividades reguladas, pues únicamente controvierte la imposición de la referida sanción económica, de ahí que sea infundada la causal de improcedencia en estudio.
SEXTO.- En el concepto de impugnación Primero del escrito de demanda, el actor sustancialmente arguye la violación de lo establecido en los artículos 14, y 16 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la autoridad demandada fue omisa en fundar su competencia material y territorial en la resolución impugnada.

En añadidura, de la manifestación en el sentido de que: “…CARECE TOTALMENTE DE LA FUNDAMENTACIÓN RESPECTIVA PARA EMITIR EL ACTO QUE HOY SE IMPUGNA requisitos fundamentales que todo acto debe revestir, que por lo primero se entiende que ha de expresarse con exactitud en el acto de molestia el precepto legal aplicable al caso y, por motivar, que también debe señalarse con precisión las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para su emisión, siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, lo cual tiene como propósito primordial, confirmar que al conocer el destinatario del acto el marco normativo en que el acto de molestia surge y las razones de hecho consideradas para emitirlo, pueda ejercer una defensa adecuada ante el mismo, situación que en el presente caso no existio(sic).”, se advierte la causa de pedir del impetrante, consistente en insinuar que la resolución impugnada carece de los requisitos formales de fundamentación y motivación que todos los actos de autoridad deben revestir.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizado el concepto de impugnación antes precisado, esta Primera Sala Unitaria considera que el mismo es infundado, para decretar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

La garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
En el expediente del presente juicio obra la resolución de trece de agosto de dos mil diecinueve, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, quien para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 24, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 13 fracciones XIV, XV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1º,  5° fracción I y 7° fracciones V y VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; los cuales establecen lo siguiente:

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTICULO 24. Las dependencias podrán aplicar sanciones en los términos de las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales en materia de su competencia.”
REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO.
“ARTICULO 13.- Compete a la Dirección General de Gobernación las siguientes atribuciones:

…

XIV.- Hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad;

XV.- Coordinar las acciones con las instancias municipales, estatales y federales a fin de mantener un control sobre los establecimientos expendedores de bebidas alcohólicas;

XVI.- Inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado;

(…)”

LEY DE BEBIDAS ALCOHOLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.
“ARTÍCULO 1º. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social; tiene por objeto regular la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo de éstas, por ser la salud de toda persona, un derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido.”

“ARTÍCULO 5º. Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, conforme a sus atribuciones: 

I. El titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o través de las secretarías, o dependencias que determine su ley orgánica, y reglamentos;

(…)”
“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

VI. Determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda;

(…)”
Conforme a los preceptos transcritos, se desprende que la Dirección General de Gobernación está facultada, entre otras cosas, para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución, venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad; así como para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado.

Aunado a que expresamente se establece, que son autoridades competentes para aplicar la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, el Ejecutivo del Estado, por sí o a través de las Secretarías, o dependencias que determinen su ley orgánica y reglamentos; así como llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia de los establecimientos señalados en el artículo 10 de la propia ley; y determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda.

Con base en los elementos anteriores, esta Sala Unitaria crea convicción de que el citado acto cumple con el requisito de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad previsto por el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que para fundar la competencia material y territorial del funcionario emisor de la resolución determinante de multa en cuestión, se citó el artículo 13, fracciones XIV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, en relación con el diverso 5°, fracción I y 7°, fracción VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, anteriormente transcritos, así como en el diverso 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, conforme a los cuales, se dispone que las dependencias que conforman la administración pública del Estado, podrán aplicar sanciones en los términos de las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales en materia de su competencia, y en particular la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, tal como lo es la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, donde se prevé, que el titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o a través precisamente de sus Secretarías o Dependencias, tiene competencia para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia; asimismo para determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura.
En efecto, a consideración de esta Sala Juzgadora la resolución impugnada, contrario a lo argüido por el actor, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, toda vez que a través de dicho acto se sancionó al hoy actor con la imposición de una multa respecto del establecimiento visitado con giro de abarrotes con venta de cerveza denominado “**********”, facultad que se encuentra prevista en los preceptos legales antes citados, y en los que además se precisa que ejercerá tal atribución para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, es decir, en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

En esa tesitura debe sostenerse que la resolución sancionatoria controvertida, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 de la Constitución Federal y en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; de ahí que sea infundado el argumento en estudio.
Por otro lado, en cuanto a la manifestación de la parte actora que se desprende de la causa de pedir, consistente en que la resolución impugnada carece de los requisitos formales de fundamentación y motivación; a consideración de esta Sala Unitaria deviene infundada.
Lo anterior es así, pues contrario a lo argüido por el actor, la resolución impugnada cumple con el aspecto formal de la garantía de fundamentación y motivación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Federal y su finalidad, que se traducen en explicar, justificar y posibilitar la defensa y comunicar la decisión, para lo cual si bien no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, tampoco es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para ello, a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado el acto de autoridad, lo cual en la especie sucedió, ya que con los motivos y fundamentos expuestos en el acto controvertido, se explicó y justificó al aquí impetrante la conducta infractora, así como la determinación de la sanción correspondiente, lo que posibilitó su defensa.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia I.4o.A. J/43, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 175082 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIII, Mayo de 2006 

Materia(s): Común 

Tesis: I.4o.A. J/43 

Página: 1531 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.”

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En efecto, pues en el acto impugnado, consistente en la resolución de trece de agosto de dos mil diecinueve, sustancialmente se advierte que:

 De la visita de inspección realizada el 23 de julio de 2019, al establecimiento con giro de abarrotes con venta de cervezas denominado “**********”, cuyo propietario es el hoy actor, y la cual fue atendida por el encargado de la citada negociación el C. **********, el inspector advirtió que ante la omisión del establecimiento de contar con el refrendo correspondiente al año 2019 de la Licencia de funcionamiento respectiva, se incumplió con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, precepto que incluso fue transcrito en dicha resolución (Las licencias tendrán vigencia a partir de la fecha en que se expidan, y los titulares de las mismas o sus representantes legales, deberán solicitar por escrito la autorización de pago de refrendo durante el mes de enero de cada año.).
Luego, en virtud de que la negociación en comento no contaba con el aludido refrendo actual al momento de la diligencia en mención, así como tampoco demostró tenerlo en el plazo legal concedido al hoy actor para que expresara lo que derecho conviniera, la autoridad demandada determinó que era procedente la sanción establecida en el artículo 57, fracción II de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, consistente en una multa por la cantidad de treinta veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, precepto que igualmente fue transcrito como parte de la fundamentación (II. Multa de veinte a doscientos días de salario mínimo vigente a la fecha en que se cometa la infracción).
De esa guisa, la autoridad demandada al exponer en la citada resolución sancionadora, lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión, es inconcuso dicho acto de autoridad cumple con el aspecto formal de la garantía de fundamentación y motivación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Federal, sin que el impetrante hubiese controvertido el referido mérito de la decisión, pues no se aprecian argumentos del motivo de desacuerdo, expresados para explicar por qué la invocación de los preceptos legales se estima errónea, o por qué la motivación es incorrecta o insuficiente, ya que sólo se limita a insinuar la ausencia de dichos requisitos formales de fundamentación y motivación; de ahí que, se reitera, sea infundado el agravio en estudio, en virtud de que contrario a lo argüido por la parte actora, el acto cuestionado cumple con los referidos requisitos formales de los actos de autoridad y, consecuentemente, no desvirtúa la presunción de legalidad que le asiste a dicho acto de autoridad, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia IV.2o.C. J/12, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes: 

Época: Novena 

Registro: 162826 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXIII, Febrero de 2011 

Materia(s): Común 

Tesis: IV.2o.C. J/12 
Página: 2053 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. ARGUMENTOS QUE DEBEN EXAMINARSE PARA DETERMINAR LO FUNDADO O INFUNDADO DE UNA INCONFORMIDAD CUANDO SE ALEGA LA AUSENCIA DE AQUÉLLA O SE TACHA DE INDEBIDA. Al atender un motivo de desacuerdo relacionado con la fundamentación y motivación, para producir una respuesta congruente debe, del contexto integral de la argumentación del inconforme, advertirse si lo que imputa es ausencia de aquélla, o solamente la tacha de indebida, pues en la primer hipótesis bastará observar si la resolución contiene o no argumentos apoyados en la cita de preceptos legales para quedar en aptitud de declarar fundado o infundado el atinente motivo de desacuerdo. En cambio, en el segundo supuesto, cuando la fundamentación y motivación se tachan de indebidas, es menester apreciar los argumentos del motivo de desacuerdo, expresados para explicar por qué la invocación de preceptos legales se estima errónea, o por qué la motivación es incorrecta o insuficiente, pues será a la luz de tales razones que pueda establecerse lo fundado o infundado de la inconformidad.”

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

SÉPTIMO.- En el Segundo concepto de impugnación del escrito de demanda, la parte actora sustancialmente arguye que la multa(sic) con número de folio **********(sic), carece de fundamentación y motivación, toda vez que “…omite en señalar el artículo donde soporta su actuación, tampoco se le da a conocer al agraviado las bases o elementos que se consideraron para concluir en las cantidades referenciadas por los rubros mencionados, de igual manera omite motivar las razones o circunstancias que llevaron a la conclusión que se tenía que imponer dicho monto de la multa…”, así como incluso en dicho acto, la autoridad se limita a realizar vagas e imprecisas aseveraciones, tales como que: “…el supuesto “INFRACTOR” en que la(sic) actor DEBERA PAGAR LA MULTA IMPUESTA POR LA ILEGAL ACTA, y de los cuales no precisa a que se refiere con 1518, es decir, de que infracción se trata”, por lo que aduce un estado de indefensión e inseguridad jurídica.
En el Tercer concepto de anulación de la demanda, el impetrante sustancialmente sostiene que la autoridad demandada no cuenta con las atribuciones de “delegar” a los inspectores para que se constituyeran en su domicilio y llevaran a cabo la visita de inspección, ya que no se advierte de la orden de visita e inspección **********, ni en la resolución impugnada; asimismo suponiendo sin conceder, que se hayan otorgado las referidas facultades a **********, lo cierto es, que quien se constituyó en el domicilio del hoy actor, fue **********, situación que genera incertidumbre, ya que fue otra persona con apellidos distintos.
Asimismo señala el actor, que el inspector “omite señalar la fecha de expedición de su acreditamiento como inspector toda vez que no se especifica en qué momento se le extendieron tales facultades”.
En añadidura manifiesta el demandante, que: “…la identificación de quien actúa en funciones de autoridad, ha sido ya definido jurisprudencialmente por nuestro máximo Tribunal de la Nación, la necesidad de que el documento identificatorio precise la viencia(sic), a fin de que el particular tenga plena seguridad de encontrarse ante quien efectivamente actúa en función del cargo o representación de la potestad del estado… por lo cual debe estimarse que en este tipo de actos el documento identificatorio debe necesariamente cumplir con el requisito apuntado.”, de cuyo contenido se advierte la causa de pedir del actor, en el sentido de hacer ver a esta Sala Unitaria, que el inspector al identificarse ante el particular, no precisó la vigencia de su identificación, requisito de necesario cumplimiento.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizados los conceptos de impugnación antes precisados, esta Primera Sala Unitaria considera que los mismos son por una parte inoperantes, y por otra parte infundados, para decretar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

En cuanto a las manifestaciones de la parte actora en el Segundo concepto de impugnación del escrito de demanda, en el sentido de que la multa(sic) con número de folio **********(sic), carece de fundamentación y motivación, sustancialmente porque en dicho acto no se le da a conocer los fundamentos y las razones o circunstancias que llevaron a la autoridad demandada a determinar el monto de la referida sanción pecuniaria, aunado a las imprecisiones por parte de la autoridad, al hacer mención de una “ilegal acta” y al número “1518”; a consideración de esta Primera Sala Unitaria son inoperantes.
Ello es así, pues el actor parte de una premisa falsa, al aseverar que mediante el oficio número **********, la autoridad demandada le impone la multa por la cual se inconforma, sin embargo, como ya se dilucidó en el Considerando anterior, el acto mediante el cual la autoridad enjuiciada le determina la referida sanción pecuniaria por la cantidad equivalente a treinta veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, lo es la resolución de trece de agosto de dos mil diecinueve; de ahí que sus argumentos dirigidos a cuestionar el acto citado en primer orden, pretendiendo atribuir al mismo la determinación de la sanción de mérito, devienen inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría el análisis y calificación de dichas aserciones, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la nulidad del acto aquí impugnado (resolución de trece de agosto de dos mil diecinueve).

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2001825 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) 

Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.

En adición a lo anterior, cabe precisar, que mediante el auto de ocho de octubre de dos mil diecinueve, entre otras cosas, se tuvo por no ha lugar a tener como acto impugnado el oficio número **********, emitido por el Director General de Gobernación y dirigido al Secretario de Finanzas de Gobierno del Estado, por el cual solicitó hacer efectivo el cobro de la multa derivada de la resolución que se combate (resolución de trece de agosto de dos mil diecinueve), proveído que no fue recurrido por las partes, por lo que tal determinación quedó firme; razón por la cual, es inconcuso que las referidas manifestaciones de la parte actora, no van dirigidos a cuestionar el mérito de la decisión efectivamente determinada en la resolución impugnada, por lo que no pueden incidir en la legalidad de la misma y menos aún, para declarar la nulidad de un acto de autoridad respecto del cual no se admitió a trámite el  presente juicio, como lo es el referido acto de comunicación entre las citadas autoridades (oficio número **********).
Tienen aplicación, por analogía, las Jurisprudencias Nos. I.6o.C. J/15, IV.3o.C. J/1 y V.2o. J/1, sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XII, XXI y I; Julio 2000, Junio 2005 y Abril 1995; Páginas 621, 655 y 70, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA IMPUGNADA. Los conceptos de violación resultan inoperantes si los argumentos que aduce la quejosa no atacan las consideraciones de la sentencia impugnada.”

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SON AQUELLOS QUE ATACAN CONSIDERACIONES AJENAS A LA LITIS CONSTITUCIONAL. De la correcta interpretación sistemática de los artículos 76 bis, 77, 78, 158, 163 y 190 de la Ley de Amparo, en relación con el principio procesal de congruencia que debe observarse en toda resolución jurisdiccional, se advierte que la litis constitucional en el juicio de amparo directo se integra, por regla general, con la demanda de garantías y el informe justificado que rinda la autoridad responsable; por tanto, para que en la ejecutoria que emita el Tribunal Colegiado se observe tal principio, deberá acotar su decisión a lo que constituya la materia de la litis en el juicio uniinstancial, esto es, deberá existir identidad jurídica entre lo resuelto por el tribunal y lo que es materia de la controversia en el juicio de amparo, entendida ésta como las cuestiones de hecho y de derecho que se deben ponderar para decidir si el acto reclamado resulta o no violatorio de garantías constitucionales; en esa virtud, si el juicio de garantías se admite respecto de una sentencia definitiva pronunciada en segunda instancia y el quejoso en la demanda de amparo formula conceptos de violación dirigidos a combatir el fallo de primer grado, procede calificarlos de inoperantes por no cuestionar las consideraciones que invoque el tribunal ad quem para emitir aquélla, pues de no interpretarse así, se llegaría al absurdo de que el órgano jurisdiccional federal se pronunciara sobre cuestiones que no formen parte de la contienda constitucional, lo que indefectiblemente traería como consecuencia que se pronuncie una sentencia violatoria del citado principio.”

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES. Son aquellos en que no se atacan jurídicamente los razonamientos que la responsable esgrimió para fundar la resolución reclamada, por lo que el tribunal de amparo no está en aptitud de estudiar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicha resolución, pues de hacerlo, supliría la deficiencia de la queja, cuando no está autorizada tal suplencia por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo.”

Sirve de apoyo a lo anterior, por igualdad de razón, la tesis de jurisprudencia 1a./J. 23/2007, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 172937 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXV, Marzo de 2007 

Materia(s): Común 

Tesis: 1a./J. 23/2007 

Página: 237 

“RECLAMACIÓN. LOS AGRAVIOS QUE CONTROVIERTEN UNA RESOLUCIÓN DIVERSA AL ACUERDO RECURRIDO DEBEN DECLARARSE INOPERANTES. El recurso de reclamación constituye un medio de defensa que la Ley de Amparo concede a las partes para impugnar los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por los de sus Salas o por los de los Tribunales Colegiados de Circuito. Por tanto, la materia del citado recurso consiste en el acuerdo de trámite impugnado, el cual debe examinarse a través de los agravios expresados por la parte recurrente; de ahí que si éstos están encaminados a controvertir una resolución diversa, deben declararse inoperantes.”
Tesis de jurisprudencia 23/2007. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de catorce de febrero de dos mil siete.

Por otra parte, en cuanto al argumento del actor en el sentido de que la autoridad demandada no cuenta con atribuciones de “delegar” a los inspectores para que se constituyeran en su domicilio y llevaran a cabo la visita de inspección, toda vez que no se desprende de la orden de visita e inspección número **********, ni de la resolución impugnada; a consideración de esta Primera Sala Unitaria es infundado.

En el expediente del presente juicio a folios 030 y 031, obra la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación de veintitrés de julio de dos mil diecinueve, contenida en el oficio número ********** -la cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí-, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, quien para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 1, 13, fracciones XIV, XV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; 1º,  5° fracción I y 7° fracciones V y VI, 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; los cuales establecen lo siguiente:

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO.

“ARTICULO 1.- La Secretaría General de Gobierno, como dependencia del Poder Ejecutivo del Estado, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomienden la Constitución Política del Estado, el artículo 32 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, el presente Reglamento, los acuerdos y convenios de coordinación, así como las órdenes que dicte el titular del Ejecutivo Estatal.”

“ARTICULO 13.- Compete a la Dirección General de Gobernación las siguientes atribuciones:

…

XIV.- Hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad;

XV.- Coordinar las acciones con las instancias municipales, estatales y federales a fin de mantener un control sobre los establecimientos expendedores de bebidas alcohólicas;

XVI.- Inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado;

(…)”

LEY DE BEBIDAS ALCOHOLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.

“ARTÍCULO 1º. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social; tiene por objeto regular la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo de éstas, por ser la salud de toda persona, un derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido.”

“ARTÍCULO 5º. Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, conforme a sus atribuciones: 

I. El titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o través de las secretarías, o dependencias que determine su ley orgánica, y reglamentos;

(…)”
“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

VI. Determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda;

(…)”

“ARTÍCULO 35. Para la inspección y vigilancia del cumplimiento de esta Ley, se consideran hábiles las veinticuatro horas de todos los días del año. Las autoridades legalmente competentes podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables y en estrictos términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, inspeccionar y verificar los bienes necesarios, con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual deberán cumplir, ineludiblemente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación. 

Las inspecciones se entenderán con el titular de la licencias y, en su ausencia, con su representante legal, el encargado del establecimiento, o con quien se encuentre atendiendo el mismo.” 

“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 

I.  El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación;  

II.  Los inspectores deberán practicar la visita dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la orden;
III.  El inspector deberá identificarse debidamente con el titular de la licencia, su representante legal; el encargado del establecimiento; o con quien se encuentre atendiendo el mismo; 

IV.  El inspector levantará acta circunstanciada por triplicado, en formas foliadas, en la que constará: 

a) Nombre y razón social del establecimiento. 

b) Fecha y hora en que inicia y concluye la diligencia. 

c) Domicilio del establecimiento en que se lleva a cabo la inspección. 

d) Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia. 

e) Nombre y domicilio de dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, o en su negativa por el inspector. 

f) Las firmas, del inspector, de la persona con quien se entendió la diligencia, si desea hacerlo, y de los dos testigos de asistencia.  

g) Los hechos y circunstancias de la inspección; 

V. El inspector comunicará al interesado, haciéndolo constar en el acta, que en caso de no estar de acuerdo con el resultado de la inspección, cuenta con cinco días hábiles para presentar ante la autoridad competente, las pruebas y alegatos que a su derecho convengan,  y 

VI. Uno de los tantos legibles del acta se entregará al interesado; otro quedará en poder de la autoridad calificadora; y el original se remitirá a la Secretaría General de Gobierno, o al ayuntamiento, en su caso.”

Conforme a los preceptos transcritos, se desprende que la Dirección General de Gobernación está facultada, entre otras cosas, para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución, venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad; así como para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado.

Aunado a que expresamente se establece, que son autoridades competentes para aplicar la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, el Ejecutivo del Estado, por sí o a través de las Secretarías, o dependencias que determinen su ley orgánica y reglamentos; así como llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia de los establecimientos señalados en el artículo 10 de la propia ley.

Con base en los elementos anteriores, esta Sala Unitaria crea convicción de que la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, tal como lo es la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, donde se prevé, que el titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o a través precisamente de sus Secretarías o Dependencias, tiene competencia para llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos de mérito; asimismo para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades; atribución que de suyo, conlleva la facultad expresa de ordenar la práctica de la visita de inspección y verificación respectiva, ya que la orden referida constituye el instrumento o medio legal para ejercer esas facultades, pues de lo contrario, no podría materializarse tal atribución, dado que conforme al artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Federal, nadie podrá ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, tal como se establece en el artículo 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en el sentido de que, el inspector deberá contar con la orden escrita correspondiente, para practicar la visita dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la referida orden.

En efecto, pues como lo ha sostenido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia que enseguida se cita, el régimen de facultades expresas que prevalecen en el orden jurídico mexicano no puede llevarse al extremo de exigir que en un precepto se establezcan con determinadas palabras sacramentales las atribuciones de la autoridad, ya que esa situación haría prevalecer un sistema de interpretación literal que no es idóneo por sí solo para aplicar el derecho, pues es suficiente que de manera clara e inequívoca se establezcan las facultades de la autoridad, como sucede en el caso, toda vez que tanto la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, como el Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, facultan expresamente a la citada Dirección General de Gobernación, para ordenar la práctica de la visita de inspección respectiva, derivada del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Federal, que exige para los actos de molestia un mandamiento escrito de la autoridad competente.

Es aplicable en la especie, por analogía, la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 136/2011, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:
Época: Novena 

Registro: 160993 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXIV, Septiembre de 2011 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 136/2011 

Página: 1561 

“SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. TIENE FACULTAD EXPRESA PARA ORDENAR LA PRÁCTICA DE VISITAS DE INSPECCIÓN A FIN DE VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO Y OBSERVANCIA DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 95 BIS DE LA LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. De la interpretación sistemática de los artículos 95 Bis, penúltimo párrafo, de la referida Ley; 17, fracción XXIX, y 19, apartado A, fracción I, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, se advierte que dicha dependencia está facultada expresamente para supervisar, vigilar e inspeccionar el cumplimiento y observancia del indicado artículo 95 Bis, así como de las disposiciones de carácter general emitidas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Tal facultad conlleva también, como facultad expresa, la de ordenar la práctica de la visita de inspección respectiva, ya que la orden referida constituye el instrumento o medio legal para ejercer esas facultades, pues de lo contrario, no podría materializarse tal atribución, dado que conforme al artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie podrá ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. Al respecto, resulta pertinente señalar que el régimen de facultades expresas que prevalecen en el orden jurídico mexicano no puede llevarse al extremo de exigir que en un precepto se establezcan con determinadas palabras sacramentales las atribuciones de la autoridad, ya que esa situación haría prevalecer un sistema de interpretación literal que no es idóneo por sí solo para aplicar el derecho, pues es suficiente que de manera clara e inequívoca se establezcan las facultades de la autoridad, como sucede en el caso, toda vez que tanto la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, como el Reglamento Interior mencionado, facultan expresamente al Servicio de Administración Tributaria para ordenar la práctica de la visita de inspección respectiva, derivada del artículo 16, primer párrafo, constitucional, que exige para los actos de molestia un mandamiento escrito de la autoridad competente.

Contradicción de tesis 232/2011. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región (antes Segundo Tribunal Colegiado Auxiliar, en Morelia, Michoacán) y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 13 de julio de 2011. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Aurelio Damián Magaña.

Tesis de jurisprudencia 136/2011. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil once.

En ese tenor, la referida facultad de ordenar la práctica de una visita de inspección y verificación, conlleva también, como facultad expresa, la de nombrar a los inspectores para que materialicen dicha diligencia, pues no se advierte de los preceptos antes analizados, que las órdenes relativas tengan que ejecutarlas directamente el titular de la mencionada Secretaría o los titulares de las unidades administrativas, y como lo ha determinado la Segunda Sala del Alto Tribunal de la Nación, admitir una postura diferente implicaría atentar contra el principio de eficiencia y eficacia que se requiere para los titulares de los órganos de la administración pública, pues significaría realizar directamente todos los actos para los cuales están facultados, y ningún sentido práctico tuviera prever la existencia de supervisores, auditores, inspectores y verificadores; de ahí que sea infundado el argumento en estudio, pues contrario a lo argüido por el actor, de la interpretación sistemática y funcional de los preceptos que se citan en la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación número ********** de 23 de julio de 2019, anteriormente analizados, se advierte que la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en virtud de las atribuciones para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, así como para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades, está facultada expresamente, no sólo para ordenar la práctica de la visita de inspección y verificación respectiva, sino además al efecto, nombrar a los inspectores que deberán llevar a cabo la misma, respecto de los actos para los cuales está facultada la citada Dirección; máxime, sin éstas últimas sería nugatorio, o estéril, o se vería sustancialmente mermada las facultades que expresamente otorgó el legislador a la autoridad demandada, contenidas en el artículo 13, fracciones XIV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en relación con los diversos 5° fracción I y 7° fracción V, 35 y 36, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, en comento.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 26/2011 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2000168 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro IV, Enero de 2012, Tomo 4 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 26/2011 (10a.) 

Página: 3667 

“SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. TIENE FACULTAD PARA NOMBRAR A LOS SUPERVISORES, AUDITORES, INSPECTORES O VERIFICADORES QUE EJECUTEN LAS ÓRDENES DE VISITA DE INSPECCIÓN PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO Y OBSERVANCIA DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 95 BIS DE LA LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 136/2011, de rubro: "SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. TIENE FACULTAD EXPRESA PARA ORDENAR LA PRÁCTICA DE VISITAS DE INSPECCIÓN A FIN DE VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO Y OBSERVANCIA DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 95 BIS DE LA LEY GENERAL DE ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO.", sostuvo que dicho órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tiene facultad para ordenar la práctica de las visitas de inspección a fin de verificar el cumplimiento y observancia del citado artículo 95 Bis. Ahora bien, conforme a los artículos 2, párrafos primero y tercero, 17, fracción XXIX y último párrafo, 18, apartados B, C y E, y 19, apartado A, fracción I, y último párrafo, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria vigente, y relativos del Reglamento publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2005, dicho órgano tributario puede ejercer la facultad mencionada a través de la Administración General de Auditoría Fiscal Federal de las distintas unidades administrativas de esta última, o de las Administraciones Locales de Auditoría Fiscal, las cuales se integran con supervisores, auditores, inspectores y verificadores, así como por el personal que se requiera para satisfacer las necesidades del servicio; de ahí que la referida facultad de ordenar la práctica de una visita de inspección comprende la de nombrar a estos últimos, pues no se advierte de aquellos preceptos que las órdenes relativas tengan que ejecutarlas directamente las mencionadas Administraciones o unidades administrativas; admitir una postura diferente implicaría atentar contra el principio de eficiencia y eficacia que se requiere para los titulares de los órganos de la administración pública, pues significaría realizar directamente todos los actos para los cuales están facultados, y ningún sentido práctico tuviera prever la existencia de supervisores, auditores, inspectores y verificadores.”
Contradicción de tesis 402/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo, ambos del Trigésimo Circuito. 26 de octubre de 2011. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.

Tesis de jurisprudencia 26/2011 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil once.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 136/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 1561. 

Asimismo sirve de criterio orientador, en la parte conducente, la tesis del tenor siguiente:

Época: Séptima 

Registro: 250860 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen 145-150, Sexta Parte 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 

Página: 119 

“FACULTADES IMPLICITAS Y EXPLICITAS. MULTAS. En un sistema constitucional como el nuestro, de facultades específicamente otorgadas a las autoridades, de manera que sólo pueden hacer lo que la ley les permite, a diferencia del particular, que puede hacer todo lo que la ley no le prohibe, se debe estimar que las autoridades, para actuar con competencia en términos del artículo 16 constitucional al causar perjuicios o molestias a los particulares, deben actuar con facultades legales que les hayan sido otorgadas en la Constitución o en alguna ley. Por una parte, si hay cierto tipo de facultades que se otorgan en forma genérica, de manera que las autoridades no pueden actuar fuera de los fines, objetivos y materia que se les señalan, pero que al mismo tiempo, por la naturaleza misma de la facultad otorgada, resulta imposible que la propia Constitución contenga todos los elementos y matices de la facultad otorgada, y en estos casos, se deben estimar constitucionalmente otorgadas todas las facultades implícitas en las expresamente otorgadas, entendiendo por implícitas aquellas facultades sin las cuales sería nugatorio, o estéril, o se vería sustancialmente mermada la facultad que expresamente se otorgó. Y, aun tratándose de las facultades legislativas del Congreso, por ejemplo, que están sólo sucintamente enunciadas en el artículo 73 constitucional, la doctrina ha dicho que si el fin de la ley es legítimo, y si está dentro de los objetivos señalados en la Constitución, y los medios escogidos en la ley son claramente adecuados para alcanzar esos objetivos, y además no sólo no están prohibidos, sino que son compatibles con la letra y el espíritu de la Constitución, esa ley es constitucional. Pero hay otros campos en los que las facultades se otorgan en forma restrictiva, de manera que no puede hablarse ahí de facultades implícitas, y sólo se puede admitir que se ejerciten las facultades expresa y limitativamente otorgadas. Es el caso de las normas que imponen cargas fiscales, reconocido en el artículo 11 del Código Fiscal de la Federación y emanado primordialmente de la fracción IV del artículo 31 constitucional, conforme a la cual ningún cobro se puede hacer por la vía económico-coactiva ni aplicarse ninguna otra sanción a un particular, sin acudir a los tribunales previamente establecidos (como excepción a lo dispuesto en el artículo 14 constitucional), si no está claramente determinado en una ley, sin que las autoridades administrativas puedan ampliarse sus facultades al respecto por razones de interés público, o de conveniencia en el ejercicio de sus facultades, ni por ningunas otras. En el caso de las multas y sanciones administrativas se está, evidentemente en la segunda hipótesis de las examinadas, y las facultades para imponer sanciones, así como las sanciones mismas y las hipótesis en que procede su aplicación, deben estar expresa y explícitamente enunciadas en la ley, sin que se pueda ampliar ni facultades, ni sanciones, ni hipótesis de infracción, ni por analogía, ni por mayoría de razón, ni porque indebidamente se estime que el que puede lo más debe poder lo menos. Luego, para imponer las sanciones a que restrictivamente se refiere el artículo 23, fracción VI, del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos (sin analizar aquí si es el Congreso el que debe fijar las facultades de los órganos de autoridad del Ejecutivo, o si éste puede por sí y ante sí ampliarlas, otorgarlas o modificarlas), con base en ese precepto sólo tiene facultades el director general de Control y Vigilancia Forestal, sin que pueda asumirlas el secretario del ramo por analogía ni por mayoría de razón, ni por poder lo más, como superior de quien puede lo menos, porque esto violaría el sistema de facultades restringidas para imponer sanciones cobrables por la vía económico-coactiva, o imponibles sin acudir a los tribunales previamente establecidos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 1110/80. Doddoli Hermanos, S. de R.L. 1o. de abril de 1981. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Guzmán Orozco.

Nota: Por ejecutoria del 26 de junio de 2013, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 103/2013 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.

En esa tesitura debe sostenerse que la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación combatida, se encuentra debidamente fundada en cuanto a la facultad del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para designar, entre otros, al inspector ********** a efecto de que se constituyera en el establecimiento del hoy actor y realizara la visita de inspección en cuestión, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Finalmente, por lo que toca a las manifestaciones en el sentido de que el inspector “omite señalar la fecha de expedición de su acreditamiento como inspector toda vez que no se especifica en qué momento se le extendieron tales facultades”; asimismo de la causa de pedir del actor, consistente en que el inspector al identificarse no precisó la vigencia de su identificación, requisito de ineludible cumplimiento; a consideración de esta Primera Sala Unitaria son infundadas.

Se dice lo anterior, toda vez que en el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada levantada el 23 de julio de 2019, que obra en autos a folios 032 a 035, se consigna lo siguiente:

“…el suscrito inspector (…), adscrito a la Subdirección de Alcoholes quien se identifica con la credencial con fotografía No. ********** expedida por el C. ********** en su carácter de Director General de Gobernación, con vigencia al día 31/12/19, dejando copia de la misma al visitado y del oficio No. ********** de fecha 23/07/19, donde se me comisiona la responsabilidad de llevar a cabo la presente visita de inspección, vigilancia y verificación, por instrucciones del C. **********, en su carácter de Director General de Gobernación (…)”
De la transcripción que antecede, se advierte que el inspector actuante al iniciar la visita de inspección de mérito, se identificó con credencial con fotografía vigente ante el visitado, pues se precisó que el referido documento identificatorio tenía vigencia hasta el 31 de diciembre de 2019, y considerando que la referida diligencia se realizó el 03 de julio de 2019, es inconcuso que dicha credencial se encontraba vigente al momento de la practicar de la misma; asimismo, se precisó que el oficio número ********** -Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación de veintitrés de julio de dos mil diecinueve-, mediante el que se comisionó al inspector para llevar a cabo la vista en cuestión, fue emitió por el Director General de Gobernación el 23 de julio de 2019, de donde se colige que es a partir de esa fecha (23 de julio de 2019), cuando se autorizó, entre otros, al inspector **********, para llevar a cabo la referida visita de inspección, documentos de los que incluso, se advierte se dejó copia a la persona con quien se atendió la diligencia de nombre **********; de ahí que no le asista la razón al impetrante y, contrario a ello, se desprende que el inspector sí se identificó con credencial con fotografía vigente ante el visitado, además de que precisó la “fecha de expedición de su acreditamiento como inspector”, máxime, que así se precisa en la referida orden al consignarse que: “Se expide la presente orden de visita e inspección, vigilancia y verificación, siendo las 10:00 horas del día 23 del mes de julio del 2019, con fundamento en lo dispuesto en la fracción I del artículo 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.”, de la cual, se reitera, se entregó copia a quien se encontraba atendiendo el establecimiento visitado, lo cual es suficiente para otorgar certeza al visitado de que el inspector quien realizó la diligencia se encontraba facultado para tal efecto.
Sin que sea óbice a lo anterior, la manifestación de la parte actora en la que aduce que suponiendo sin conceder, se haya otorgado facultades a **********, para realizar la vista de inspección, lo cierto es, que la persona quien se constituyó en el domicilio de la negociación, fue **********, situación que le genera incertidumbre al tratarse de otra persona con apellidos distintos.

Lo anterior, toda vez que de un análisis concienzudo al “ACTA DE INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y VERIFICACIÓN CIRCUNSTANCIADA”, levantada el 23 de julio de 2019 –visible en autos a folio 032 al 034-, se advierte que tal irregularidad alegada por el actor, sólo se trata de un error mecanográfico que no trasciende en perjuicio de su esfera jurídica, pues si bien es cierto, en la parte inicial se señala como inspector al C. “**********(sic)”, también cierto lo es, que en la parte final donde se detallan los nombres y sus correspondientes firmas de las personas quienes intervinieron en dicha diligencia, se consigna notoriamente en el apartado correspondiente el nombre y firma del inspector que levantó la referida acta de nombre **********, lo cual se robustece, con el oficio de comisión número ********** de 23 de julio de 2019 (orden de visita), y del que se desprende que se autorizaron para llevar cabo la diligencia de mérito, entre otros, al inspector **********, así como al haberse identificado con credencial con fotografía vigente al momento de la diligencia, documentos de los que se aprecia se dejó copia al visitado, sin que se advierta en la referida acta inconformidad alguna por parte de la persona quien atendió la visita, con relación a la identidad del inspector con quien se diligenció y menos aún, exhibe a juicio ésta última documental para constatar, en su caso, la discrepancia alegada; máxime que igualmente la persona quien atendió la diligencia de nombre **********, consignó su nombre y firma en la parte final de la referida acta, consintiendo de esa manera que, entre los que intervinieron en la diligencia, se encontraba el inspector que la levantó de nombre **********y que previamente se había identificado; razones por las cuales, no pueda estimarse que las referidas menciones al “inspector” en la citada acta, se trate de dos personas diferentes, como infundadamente hace valer el actor y menos aún, que cause incertidumbre jurídica respecto del inspector quien realizó la visita de inspección en cuestión, pues se reitera, dicho dato mal asentado, sólo se trata de un mero error mecanográfico que no conduce necesariamente a declarar la ilegalidad de la citada acta, pues del análisis a dicha actuación se llega a la convicción plena de que la parte actora tuvo conocimiento de que el inspector **********, fue quien realizó la diligencia al haber asentado su nombre y firma en la parte final del acta respectiva, como expresión de la voluntad y autenticidad de la actuación, sin objeción alguna por parte del visitado y, quien además como se dilucidó en párrafos precedentes, se encontraba autorizado para tal efecto.
En las relacionadas condiciones, al no acreditar el demandante que en relación con la resolución de trece de agosto de dos mil diecinueve, emitida por el Director General de Gobernación del Estado, mediante la cual le determina una multa por la cantidad equivalente a treinta veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, se actualice alguna de las hipótesis de ilegalidad de los actos administrativos previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevalece la presunción de legalidad de la referida resolución controvertida, presunción que se encuentra prevista para los actos de autoridades administrativas en el segundo párrafo del artículo 248, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debiéndose en consecuencia reconocer la VALIDEZ de la resolución citada, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto y Séptimo de esta sentencia.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora no probó su pretensión, en consecuencia;

TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ de la resolución de **********, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a la Autoridad Demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
